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PRÓLOGO

			1. La realidad informativa de los últimos tiempos ha puesto de actualidad una cuestión que, no siendo desde luego nueva, ha cobrado fuerza debido a los debates políticos que se han suscitado en relación con ella: una cuestión que no es otra que la que el libro que se prologa enuncia de forma clara mediante su título. No obstante, hay ya que anticipar que el enfoque que se contiene en la obra de Juan Manuel Moreno consiste en el tratamiento esencialmente jurídico-constitucional de la objeción de conciencia y su posible proyección sobre el régimen jurídico de las prestaciones de servicio de carácter sanitario, ya se presten en el marco del sistema público de salud como por parte de entidades privadas empresariales del sector sanitario.

			De lo anterior deriva la estructura del libro que parte del análisis de la dimensión constitucional de la objeción de conciencia (Capítulo 1), un tema desde luego no absolutamente pacífico. Cuya continuación (Capítulo 3) es la especificación del derecho así delimitado en el ámbito concreto de las prestaciones sanitarias; dejando al margen otros posibles escenarios de contraste entre la actividad productiva y la objeción de conciencia que, por hipótesis, puede ser cualquiera. Como es el ca- so de las actividades que, de forma más o menos directa, incorporan principios, valores, creencias y convicciones frente a las que puede alzarse la negativa a prestar un trabajo que sea el vehículo o la puesta en práctica de tales mensajes que no se comparten por el trabajador.

			Lo anterior se afirma sin hacer referencia expresa a la hipótesis particular de las empresas de tendencia ya que este no es el territorio en el que se mueve la objeción de conciencia en lo que se refiere a las prestaciones de servicios de tipo hospitalario. Así lo estableció la Sentencia del Tribunal Constitucional 106/1996, de 12 de junio, según la cual, en el ámbito de las organizaciones hospitalarias, por mucho que puedan cumplir una finalidad caritativa y pueda existir alguna vinculación con el ideario de la entidad titular de la empresa, dicho ideario no puede operar de igual modo respecto de las relaciones laborales de uno y otro sujeto (el hospital y la entidad titular del mismo).

			De manera que, continúa la Sentencia, el ideario del centro no puede servir de condicionante para los trabajadores que prestan sus servicios en una empresa que, «aun siendo instrumental o subordinada de aquella, posee una finalidad y desarrolla una actividad social que es distinta. Pues lo relevante no es el propósito o la motivación subjetiva de la entidad titular —que ciertamente ha podido crear tal empresa al servicio de su ideario— sino el público reconocimiento de la función social que cumple el Centro donde se presta el trabajo, que en este caso es la hospitalaria. Lo que implica, en definitiva, que no puede extenderse de forma incondicionada al Centro sanitario el ideario propio de la entidad titular, aun admitiendo tanto el carácter religioso de la entidad titular del hospital como que dicho Centro se halla al servicio de una finalidad caritativa». Esta referencia a las empresas de tendencia sirve para excluir que, en principio, un hospital lo sea y, en consecuencia, que la ideología del centro pueda esgrimirse como barrera frente a la objeción de conciencia que pueda expresarse, en la forma, con el fundamento y con los límites que el libro establece, en relación con determinados tratamientos sanitarios.

			Pero lo anterior no quiere decir que el ejercicio del derecho a la objeción, de la forma cómo se articule, no encuentre los límites ya tradicionales materializados en los objetivos productivos de la empresa, como se han encargado de mantener numerosas sentencias en las que, de forma adecuada, se reclama para la solución de un conflicto entre el derecho del trabajador, incluso si fundamental, una ponderación entre el respeto máximo posible de tal derecho y la satisfacción mínima del interés empresarial. Basta a este respecto traer a colación los ya habituales recordatorios jurisprudenciales en relación con el carácter no absoluto de los derechos fundamentales y la posibilidad de que a los mismos se impongan límites para dar entrada a intereses empresariales de naturaleza meramente económica que se escudan tras el reconocimiento constitucional de la libertad de empresa y de la defensa de la iniciativa económica privada.

			Se recuerda lo dicho porque, excluido que una institución sanitaria en la que se prestan servicios de este tipo sea una empresa de tendencia, es igualmente indudable que el contrapunto del hipotético derecho fundamental a la objeción de conciencia no es el mismo en el caso de un hospital público que privado. Si en este último es el interés productivo de la empresa el que puede enarbolar el empresario frente al ejercicio de la objeción de conciencia, en el caso del hospital público ese interés productivo, de naturaleza económica y privada, queda sustituido por el compromiso de garantizar la asistencia sanitaria más completa posible de la forma en que esta se concreta en las normas que la regulan y que se materializa en la Carta de Servicios que tales hospitales públicos están obligados a proporcionar para la satisfacción de otro derecho constitucional como es la protección de la salud reconocido en el artículo 43 de la Constitución española (en adelante, CE). De manera que el contraste entre derecho, ahora se verá si fundamental o meramente constitucional y con qué alcance, e interés económico empresarial queda desplazado, en los hospitales públicos, por el contraste entre la objeción de conciencia y el derecho constitucional, o incluso fundamental si se acude a la preservación de la vida y de la integridad del ciudadano reconocido en el artículo 15 CE, a la protección de la salud. De aquí el doble y problemático escenario en el que se mueven las consideraciones contenidas en el libro del profesor Moreno Díaz.

			2. Resueltas estas cuestiones previas, el Capítulo 3 del libro se dedica, como se ha dicho, a la presencia de la objeción de conciencia en las prestaciones sanitarias, deteniéndose en los casos más habituales, y que han recibido incluso un tratamiento propio por parte de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, como es el de la objeción de conciencia al aborto, u otros más novedosos debido a la reciente aprobación de la norma que la posibilita (Ley Orgánica 3/2021, de 24 de marzo, de regulación de la eutanasia) como es el de la eutanasia. Para, finalmente, detenerse en otras hipótesis más marginales como la de dispensación de determinados productos farmacéuticos en la medida en que fue objeto de la Sentencia del Tribunal Constitucional 145/2015, de 25 de junio.

			Al margen de las conclusiones y la bibliografía, el libro se cierra con el Capítulo 3 en el que, descendiendo a una dimensión más práctica y aplicativa, se analizan las consecuencias jurídico-laborales del derecho de objeción de conciencia por parte de los profesionales sanitarios, abordando temas tan centrales como el impacto de la objeción en los procesos de contratación, en la inclusión o exclusión del trabajador de los programas formativos de la empresa o entidad, en su repercusión sobre la formación y la promoción del trabajador objetor, en el régimen de jornadas y descansos, en las modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo incluyendo los cambios de puesto o los traslados o, en fin, en la propia extinción de la relación de servicio, sea esta estatutaria o laboral.

			Como se dijo al inicio, un libro pertinente, que permite actualizar las consideraciones anteriores acerca de la objeción de conciencia y que, siguiendo una sistemática clara y ordenada, va desde la fundamentación constitucional del derecho a la objeción, a su relevancia y uso en el ámbito de las prestaciones sanitarias para concluir analizando las consecuencias del ejercicio de la objeción sobre, en general, las condiciones de trabajo y de prestación de los servicios de la persona objetora. De lo que puede derivarse la calificación positiva de, además de actual y pertinente, bien sistematizado, claramente desarrollado y con un relevante alcance práctico que merece el libro de Juan Manuel Moreno Díaz.

			3. Volviendo al Capítulo 1 del libro, el que se destina a la calificación jurídica de la objeción de conciencia, en él se refleja de forma sintética pero eficaz la evolución que ha experimentado la objeción de conciencia teniendo como referente la posible vinculación de la objeción de conciencia con el derecho fundamental recogido en el artículo 16 CE.

			Se pone así de manifiesto cómo la objeción de conciencia, que solamente tiene un reconocimiento expreso en el artículo 30.2 CE en relación directa con el servicio militar obligatorio, con el añadido de la posibilidad del recurso de amparo para obtener su tutela, en la misma línea que si se tratase de un derecho fundamental, que realiza el artículo 53.2 CE, constituye una presencia peculiar de la objeción de conciencia en el texto constitucional que abre el debate acerca de su naturaleza. Lo que recibió una primera contestación por parte de las Sentencias 15/1982, 35/1985, y especialmente, de la 53/1985, en relación con la práctica del aborto, que entendieron que la objeción de conciencia era un derecho fundamental inserto en la libertad ideológica del artículo 16 CE que habilitaba al objetor a ser declarado exento del deber de prestar un determinado servicio o actividad al que en principio el objetor quedaba obligado.

			Un planteamiento que, como se explica en el libro, cambia sustancialmente a partir de las Sentencias del Tribunal Constitucional 160 y 161/1987, donde se indica claramente que «se trata, pues, de un derecho constitucional reconocido por la Norma suprema en su artículo 30.2, protegido, sí, por el recurso de amparo (art. 53.2), pero cuya relación con el artículo 16 (libertad ideológica) no autoriza ni permite calificarlo de fundamental». Y ello, aunque se amplíe el ámbito de la objeción de conciencia más allá de la hipótesis concretas de la negativa a prestar el servicio militar, pero que impide aceptar la existencia de un derecho a la objeción de conciencia de carácter general que solamente sería aceptable en los casos en que una norma legal lo reconociera expresamente.

			El libro reproduce a estos efectos el tenor de la Sentencia citada cuando afirma que: «[…] para sostener que, más allá de los específicos supuestos expresamente contemplados por la Constitución, de esta surge un derecho a la objeción de conciencia de alcance general, que no podría ser ignorado por el legislador, suele invocarse […] el artículo 16 de la Constitución. La idea básica de quienes sostienen esta postura es que la libertad religiosa e ideológica garantiza no solo el derecho a tener o no tener las creencias que cada uno estime convenientes, sino también el derecho a comportarse en todas las circunstancias de la vida con arreglo a las propias creencias».

			Una idea que la Sentencia califica de problemática por dos razones. Una, no solo porque una interpretación sistemática de la CE no lo fundamenta ya que el tenor del artículo 16 CE «dista de abonar la tesis de que la libertad religiosa e ideológica comprende el derecho a comportarse siempre y en todos los casos con arreglo a las propias creencias […], sino que esta encuentra su límite infranqueable donde empieza el orden público». Y otra, debido al carácter general del mandato del artículo 9.1 CE que se refiere a la sujeción de los ciudadanos y de los poderes públicos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico, «lo cual está en contraposición con la dudosa creencia de que nuestra Norma Fundamental ampara un derecho a comportarse en todas las circunstancias con arreglo a las propias creencias»; en la medida en que tal reconocimiento «equivaldría en la práctica a que la eficacia de las normas jurídicas dependiera de su conformidad con cada conciencia individual, lo que supondría socavar los fundamentos mismos del Estado democrático de Derecho».

			Todo lo anterior lleva, y así lo hace el libro, a que el derecho a la objeción de conciencia se configure como un derecho que, no es fundamental y, siendo constitucional, está previsto solamente para los casos en los que expresamente se reconoce, sea en la propia CE, sea en específicos textos legales, sea, finalmente, por obra de la jurisprudencia constitucional en relación con casos o situaciones concretas. Un estatus jurídico ciertamente debilitado que necesariamente ha de influir en el alcance del reconocimiento del derecho y de la legitimidad de la negativa a prestar un concreto servicio o actividad sanitaria. De lo que se derivan consecuencias prácticas que el libro de Juan Manuel Moreno describe y detalla en los siguientes capítulos del trabajo.

			De aquí la utilidad del estudio que se incluye en el libro de las hipótesis específicas de admisión del derecho a la objeción de conciencia (los casos del aborto, de la dispensación de determinados productos farmacéuticos, de participación en desfiles procesionales por parte de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y de los juramentos para el desempeño de funciones públicas), así como, en contraste, de los casos en los que dicha alegación se ha rechazado (de someterse a tratamientos médicos, de educación para la ciudadanía, a formar parte del tribunal del jurado, o del juez a participar en la celebración de matrimonios del mismo sexo).

			4. Entrando de lleno en el ámbito de las prestaciones de servicio sanitarias, el trabajo, tras establecer las diferencias que se han descrito antes entre los supuestos de prestación de servicios sanitarios en entidades o centros sanitarios privados y los incluidos en el ámbito del servicio público de salud, el autor se detiene en las hipótesis del aborto, la eutanasia y la dispensación de determinados productos farmacéuticos, para concluir el libro con el sugestivo Capítulo 3 que se detiene, como antes se dijo, en las consecuencias jurídico-laborales del derecho de objeción de conciencia por parte de los profesionales sanitarios.

			Valen para describir el interesante contenido del Capítulo 3 del libro, las palabras de introducción al capítulo del autor. Desgrana así el repertorio de los posibles efectos del ejercicio del derecho. Desde el momento de la selección y contratación del trabajador, si es el caso que la objeción se manifiesta en esa etapa previa al desempeño de los servicios, pasando por la afectación en cuanto a la formación y promoción del trabajador, el derecho al descanso, hasta el posible cambio de puesto o traslado o las distintas alternativas de extinción del contrato, ya se trate de un despido disciplinario, un despido objetivo derivado de la ineptitud sobrevenida cuando la objeción de conciencia se manifiesta constante el contrato de trabajo o la prestación de servicios o, incluso, de una resolución contractual a iniciativa del trabajador por modificación sustancial de las condiciones de trabajo en el marco del artículo 50 del Estatuto de los Trabajadores. Todas estas alternativas o posibilidades se consideran en el libro de forma correcta y precisa con conclusiones que pueden en general compartirse.

			5. Como cierre del presente prólogo, además de aconsejar la lectura del libro y recurrir a su contenido y a sus argumentaciones como base para el tratamiento de los litigios que se susciten en relación con el contraste entre las obligaciones laborales y de prestación de servicios y la posible objeción, con base en la propia conciencia, a desarrollar parte de ellas, no me queda sino subrayar el carácter de especialista en estas cuestiones que puede atribuirse a Juan Manuel Moreno Díaz.

			Lo que no hace sino contribuir a consolidar su condición de profesor universitario de largo recorrido, de investigador maduro y confiable y de experto que niega la irónica afirmación de Georges Pompidou de que: «Hay tres maneras de arruinarse: las mujeres, el juego y los técnicos. La más placentera, las mujeres. La más rápida, el juego. Pero la más segura, los técnicos». Un resultado ruinoso que no sucederá, desde luego, si se acude al presente libro con la esperanza de encontrar respuestas convincentes a quien se enfrente a problemas laborales generados en la confrontación entre los objetivos empresariales o de las organizaciones públicas de naturaleza sanitaria y el derecho del trabajador a hacer compatibles su conciencia con sus obligaciones laborales.
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INTRODUCCIÓN

			El presente estudio tiene por objeto principal el análisis en el ámbito laboral de la objeción de conciencia en su aplicación a las prestaciones de servicio sanitarias.

			La objeción de conciencia es un derecho individual reconocido en la Constitución española en relación con el servicio militar (art. 30.2). A tal efecto, nuestra norma suprema establece que «la ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de conciencia, así como las demás causas de exención al servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su caso, un servicio social sustitutorio». Es el único supuesto en el que la Constitución reconoce expresamente la virtualidad de la objeción de conciencia, aunque se haya reclamado también su aplicación respecto de otros supuestos de exención de deberes de distinto signo, alegando en todos ellos su vinculación con las razones de conciencia o religiosas del individuo. En concreto, nuestra jurisprudencia ha analizado casos de objeción a formar parte de un jurado, a cursar la asignatura de educación para la ciudadanía, a prestar los juramentos siguiendo determinadas fórmulas, etc., admitiendo unos y rechazando otros muchos.

			Sin embargo, por lo que a nosotros respecta, ha habido también muchos supuestos de objeción de conciencia en el ámbito sanitario, dada la estrecha vinculación de muchas intervenciones médicas con la bioética y, por tanto, con el riesgo evidente de afectación a los dictados de la conciencia del individuo y a sus creencias religiosas que pueden entrar en conflicto con dichas actuaciones. De todos los casos planteados, siempre basados en la afectación de las libertades de conciencia, ideológica o religiosa, unos lo han sido por los propios usuarios del sistema de salud (es el caso de la negativa a la vacunación o a las transfusiones de sangre planteadas por individuos pertenecientes a la confesión cristiana de los Testigos de Jehová), y otros por los profesionales sanitarios, por la afección a sus libertades de conciencia, ideológica o religiosa. En este último caso se incluyen las prácticas del aborto, de la eutanasia o la dispensación de determinados productos farmacéuticos por parte del titular de una oficina de farmacia, los cuales han recibido el amparo legal y/o jurisprudencial. Sin embargo, más allá de lo anterior, lo cierto es que, en la actualidad, el contexto sanitario está plagado de actuaciones que podrían plantear la colisión con las libertades ideológicas, religiosas o de culto establecidas en el artículo 16 CE del profesional sanitario: son los supuestos, entre otros, de trasplante de órganos (de humanos, artificiales y de animales), de manipulación genética, de reproducción asistida, de clonación, de esterilización de incapaces, de cirugía transexual, etc.

			Siendo tan amplio el ámbito de análisis, en cuanto a que las actuales prácticas médicas pueden suscitar en muchas ocasiones problemas de conciencia para el profesional que las lleva a cabo, sin embargo, diremos que el presente estudio únicamente se va a ceñir al análisis de los supuestos de objeción de conciencia sanitaria que han recibido a día de hoy un respaldo legal o jurisprudencial, es decir, aborto, eutanasia y dispensación de determinados productos farmacéuticos, dejando para otro momento el estudio del resto.

			No obstante, teniendo presente lo anterior, no hay que perder de vista que el enfoque principal de esta obra tiene una vertiente eminentemente laboral, es decir, va dirigida a analizar, primero, si existe un derecho de objeción de conciencia de los profesionales sanitarios a negarse a efectuar determinadas intervenciones por razones de conciencia; en segundo lugar, a considerar si la ley o la jurisprudencia han llegado a la conclusión de que tal derecho existe en los limitados casos antes mencionados. Y, en tercer lugar, a indagar las posibles repercusiones prácticas que el ejercicio de tal derecho implica para el personal sanitario en el supuesto caso del ejercicio del derecho.

			La obra se estructura en tres capítulos: dejando aparte la introducción, un primer capítulo referido a la concreción que del derecho de objeción de conciencia han hecho la Constitución y la jurisprudencia constitucional, con especial referencia a aspectos relevantes tales como la consideración de la objeción de conciencia como un derecho fundamental o no, a la posible existencia de un derecho general de objeción de conciencia y a las exigencias constitucionales referidas a la necesidad o no de la interpositio legislatoris para la plena efectividad del derecho; un segundo capítulo donde se analizan los casos reconocidos normativa o jurisprudencialmente del derecho de objeción de conciencia por parte de los profesionales de la sanidad y, por último, existe un capítulo tercero, referido a las consecuencias jurídico-laborales que el ejercicio del derecho pudiera conllevar para el personal sanitario.

			En definitiva, se trata de un estudio ceñido a un posible derecho, como es la objeción de conciencia, muy estudiado desde distintas perspectivas académicas (constitucionalistas y canonicistas, principalmente), pero que no había recibido hasta el momento la atención por parte de la doctrina laboralista, más allá de concretos análisis sobre casos muy específicos. En consecuencia, esta obra pretende aportar un análisis más en profundidad de la existencia, supuestos y repercusiones laborales de dicho derecho, con una perspectiva holística, si bien, como se ha dicho, el trabajo se limita a incluir en él únicamente los casos reconocidos hasta ahora de objeción, dejando fuera de él otros muchos supuestos que, a buen seguro, se plantearán en el futuro.



OEBPS/image/TC003826_cubierta.jpg
LA OBJECION
DE CONCIENCIA

EN EL AMBITO
DE LAS PRESTACIONES
DE SERVICIO SANITARIAS






OEBPS/image/tecnos_logo.png
16570
| &





